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3. Actuaciones de la defensoría: Quejas y Consultas

ran con dichos centros para que que puedan realizar salidas y actividades en el 
exterior en un contexto favorable. Traemos a colación la queja de una persona que 
se lamentaba de que no se les autorizase para ser familia colaboradora de un centro 
de protección de menores donde estaba internado un adolescente a quien conocían y 
tenía relación de amistad con su hija, también adolescente.

En respuesta a la queja de esta familia la Delegación Territorial venía a señalar que exis-
ten una serie de premisas que han de aceptar las familias colaboradoras con los centros 
de protección, como es el hecho de ser conscientes de su labor es complementaria a 
la del centro y que deben tener disposición a seguir las indicaciones que reciban por 
parte del personal técnico y educativo. Del informe emitido por el centro se desprende 
que la familia ofrecía resistencia a cumplir las indicaciones dadas por el equipo técnico y 
educativo, las cuales estaban relacionadas con el correcto desarrollo y comportamiento 
del menor dentro del centro.

Por lo informado, la actitud de la familia venía repercutiendo de forma negativa en la 
dinámica y funcionamiento del centro, así como en la estabilidad emocional del menor, 
motivo éste que determinó la respuesta negativa a otorgar el estatus de familia colabo-
radora. Y a lo expuesto se añadía que el menor en cuestión ya había cumplido 16 años, 
por lo que tenía autorización para realizar las actividades que considerase convenientes 
en su tiempo libre, entre las cuales se incluía, sin ninguna restricción, las visitas que venía 
realizando de forma regular a esta familia (queja 23/5479).

3.1.2.7. Infancia en especial situación de 
vulnerabilidad

3.1.2.7.1. Infancia migrante

Las niñas y niños migrantes no acompañados son personas que necesitan de especial 
protección, por su triple condición de menores, en situación de desamparo por carecer 
de persona adulta que se ocupe de atender sus necesidades, y en situación precaria por 

encontrarse en un país que no es el suyo, sin 
red social de apoyo, con distinta cultura y len-
gua. Es por ello que el artículo 131 de la Ley de 
Infancia y Adolescencia en Andalucía obliga 
a garantizar los derechos que les correspon-
den como menores de edad y posibilitar su 
integración social plena independientemente 
de las posibilidades de retorno con su familia.

También señala dicho texto legal que los 
niños, niñas y adolescentes migrantes no 
acompañados bajo la protección de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía tendrán 
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derecho al acceso a todos los servicios y prestaciones cuya competencia tenga atribuida 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, independientemente del estado de tramitación 
de su residencia o asilo, y en especial, en materias relacionadas con salud, educación, 
servicios y prestaciones sociales básicas, empleo, formación profesional y ocupacional.

De las quejas tramitadas durante el año relativas a personas migrantes debemos re-
saltar las relacionadas con la obtención de documentación y, conexas con éstas, las 
relativas a los procedimientos para la determinación de la edad de menores sobre 
los que existieran indicios que hicieran sospechar que la edad real no coincide con la 
reflejada en los expedientes.

Ejemplo de ello es la actuación iniciada tras el relato de un migrante costamarfileño 
que fue tratado como menor migrante no acompañado e ingresado en un centro de 
protección de menores, siendo así que tras ordenar la Fiscalía que se realizaran pruebas 
para determinar su edad finalmente decretó su mayoría de edad. Después su Embajada 
le hizo entrega de un pasaporte del que se deducía su minoría de edad, por lo que había 
presentado un recurso contra el anterior decreto de la Fiscalía para que se reconociera 
formalmente que llegó a nuestro país siendo menor de edad y de este modo obtener 
la correspondiente documentación.

Solicitaba la intervención de esta Defensoría ante la desestimación de su recurso con el 
argumento de que las pruebas de determinación de la edad prevalecen sobre la docu-
mentación oficial de Costa de Marfil, dudando del rigor con que se habían recabado los 
datos para confeccionar dicho pasaporte por lo cual se considera de escasa fiabilidad.

En este caso actuamos de forma coordinada con el Defensor del Pueblo Estatal, ya 
que el problema planteado implicaba a la Fiscalía y a competencias de la Delegación 
del Gobierno en materia de extranjería. En consecuencia derivamos el caso a dicha 
Defensoría ya que se trataba de un asunto -discordancia entre decreto de fiscalía y pa-
saporte emitido por el país de procedencia del inmigrante- en el que venía realizando 
actuaciones el Defensor estatal (queja 23/1440).

Idéntica actuación realizamos tras la queja 
de una asociación relatando el caso de una 
persona migrante procedente de Ceuta que 
se encontraba acogida en un recurso social 
para mayores de edad. Solicitaban ayuda de 
la Defensoría de la Infancia y Adolescencia 
para que le fuese reconocida su minoría de 
edad y, de este modo, obtener documenta-
ción acreditativa de su identidad y nacionali-
dad, así como las autorizaciones administrati-
vas que regularizasen su situación en España 
(queja 23/8719).

Traemos a colación también la situación de un menor migrante tutelado que se quejaba 
de la notificación que le había remitido la Fiscalía para que se sometiera voluntariamente 
a una prueba radiológica en el hospital y a un posterior examen por médico forense 
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en el Instituto de Medicina Legal (IML) con la finalidad de corroborar la veracidad de 
la edad que figuraba en su pasaporte, el cual hasta el momento había sido admitido 
como válido por todas las Administraciones Públicas con las que se había relacionado. 
Temía que dichas pruebas arrojasen resultado desfavorable para él y que ello pudiera 
implicar que declarasen su mayoría de edad, con lo cual tendría que abandonar el centro 
de protección de menores en el que se encontraba.

Tras analizar el caso de este chico decidimos solicitar la colaboración de la Fiscalía, la 
cual nos remitió un informe señalando que aunque el pasaporte del interesado no 
presentaba indicios de falsificación o de que hubiera sido manipulado, se albergaban 
dudas de que éste hubiera sido correctamente emitido conforme a su edad real. Es por 
ello que se inició un procedimiento para la determinación de su edad el cual concluyó 
-tras prueba radiológica y estudio en el IML- con el dictado de una resolución de fiscalía 
acordando su mayoría de edad.

Habida cuenta que el procedimiento se había desarrollado en congruencia con las 
competencias asignadas en esta materia a la Fiscalía dimos por concluida nuestra in-
tervención en la queja, ello sin perjuicio de comunicar nuestra preocupación por las 
garantías jurídicas inherentes a los actuales procedimientos para la determinación de la 
edad, sobre los cuales viene emitiendo propuestas de modificación tanto esta Defensoría 
como el Defensor del Pueblo Español (queja 23/7510).

3.1.2.7.2. Infancia con discapacidad o afectada por 
problemas de salud

Uno de los principales problemas con los que se encuentran las personas menores de 
edad son con los elevados retrasos que existen en los Centros de Valoración y Orientación 
(CVO) de las provincias andaluzas a la hora de llevar a cabo tanto las valoraciones inicia-
les como las revisiones de oficio o a instancias de parte de los grados de discapacidad.

Así, pese a que en la Instrucción 2/2021 de la Dirección General de Personas con Dis-
capacidad e Inclusión sobre procedimiento de valoración y agilización de trámites en 
los CVO se establece que las personas menores de edad, especialmente de edades 
comprendidas entre 0 y 6 años y, en general, las que se encuentran en edad de esco-
larización, tienen que ver resueltos sus expedientes en un plazo máximo de 3 meses, 
la realidad es que, actualmente, se están enfrentando a plazos de demora de 12, 18 e 

incluso 24 meses.

Igualmente, debido a la implementación de 
un nuevo sistema informático, los niños y ni-
ñas ya no solo están sufriendo retrasos a la 
hora de procederse a la valoración o revisión 
de su grado de discapacidad, sino a la hora de 
obtener la resolución del mismo.
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